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EDITORIAL 
Continúa siendoíde triste actualidad 
para nuestra profesión, la responsabili- 
dad del Arquitecto. 
Resoluciones judiciales recientes se 
refieren a la responsabilidad penal, .de- 
rivada de imprudencia temeraria, en los 
casos de ruina y en los accidentes del 
trabajo. Dos aspectos distintos que pre- 
sentan características y legislación tan 
diferentes que procede considerarlos 
por separado. 
Está muy generalizada la idea de que 
toda la responsabilidad del Arquitecto 
por los daños y ruina que puedan pro- 
ducirse en la obra que él dirigió, dura 
diez años a partir de su terminación y 
5- recepción definitiva. 
5 -  La sorpresa es mayúscula cuando 
, comprobamos que, si esta ruina pro- 
duce daños en las personas (muerte o 
lesiones), aquella limitación de plazo 
de la responsabilidad, aquella prescrip- 
ción (decimos) no es aplicada; con lo 
cual, sean diez, sean quince, sean veinte 
o más los años transcurridos, la respon- 
sabilidad se considera subsistente y han 
de sufrirse sus consecuencias. Porque: 
una cosa es la responsabilidad civil y 
otra la penal. 
¿ Cómo es posible - nos pregunta- 
mos - que prescriba la responsabilidad 
civil y no suceda igual para la respon- 
sabilidad penal? 
S i  el hecho causante es el mismo, y 
la diferencia estriba únicamente en una 
circunstancia aleatoria que no depende 
del Arquitecto (esto es, que se halle en 
el momento de producirse el siniestro 
algunapersona a quien alcance) ¿cómo 
se concibe que el límite de los diez años 
exista en un caso y no en el otro? 
Los Arquitectos no somos técnicos 
juristas, de igual modo que los letrados 
y los jueces desconocen la técnica ar- 
quitectónica y las circunstancias carac- 
terísticas de nuestro ejercicio profesio- 
nal. Por ello hemos de entender que si 
los Jueces y Tribunales adoptan aquel 
criterio, es que dicho criterio - por mu- 
cho que ello nos sorprenda - es el le- 
galmente establecido. No tenemos, por 
tanto, más remedio que procurar que los 
técnicos en derecho positivo resuelvan 
d .  
esta, para nosotros, importante anoma- 
lía. 
S i  analizamos - como puede hacerlo 
un profano - la legislación vigente, sur- 
gen observaciones como éstas: 
Según el Código Penal, el delito pres- 
cribe a los veinte años cuando le corres- 
pondiese la pena de muerte o reclusión 
mayor; a los quince cuando la pena co- 
rrespondiente fuese de reclusión menor; 
a los diez años cuando señalase una 
pena de más de 'seis aiios; y a los cinco, 
cuando le correspondiese cualquier otra 
pena. Las faltas prescriben a los dos 
meses. 
Según el mismo texto legal, el término 
de la prescripción comenzará a correl' 
desde el día en que se hubiese come- 
tido el delito. Y e.sta prescripción del 
delito debe ser apreciada por la mera 
computaddn deLlas fechas en que se 
cometió el delito o se paralizó el.proce- 
aquella otra fecha en que se pretende 
iniciar o proseguir las actuaciones. 
El plazo de prescripción comienza a 
contarse cuando se consuman los actos; 
lo que sucede: en el instante de su rea- 
lización, en los delitos instantáneos; en 
los delitos que implican un tracto suce- 
sivo, desde 91 momento en que este 
tracto terminó (porque quedan realiza- 
dos todos los elementos integrantes de 
su acción). 
Aplicado a nuestro caso, contempla- 
mos: que la responsabilidad es por im- 
prudencia, simple o temeraria. 
Que ella estriba en la existencia de 
acción u omisión (falta de previsión, 
prudencia o pericia) voluntaria pero no 
maliciosa, ligada por una relación de ca- 
sualidad a un mal efectivo típicamente 
definido por la Ley como delito. 
Que la imprudencia simple exige que 
la realización de este mal hubiera po- 
dido estimarse «a priorin por un hombre 
normal, como posible y fuera previsible 
y evitable mediante el empleo de una 
ordinaria diligencia. Es decir, que la im- 
prudencia simple se refiere a un sujeto 
activo algo diligente o precavido. 
Y que la imprudencia temeraria, su- 
pone una falta de previsión indiscul- 
pable, que causa un daño que pudo y 
debió evitarse adoptando las medidas 
de precaución que están al alcance de 
la inteligencia menos cultivada para 
prevenir un riesgo previsible. En sín- 
tesis, supone un sujeto activo entera- 
mente descuidado que olvida en ab- 
soluto las más elementales normas de 
prudencia. 
El Código Penal no contiene disposi- 
ciones especiales para la prescripción 
de los delitos cometidos por impruden- 
cia. En este sentido, pensamos - apli- 
cando el criterio general - que toda vez 
que la acción u omisión culposa (con 
relación de causalidad con el daño) tuvo 
lugar durante la construcción (en todo 
caso antes de que la obra fuese termi- 
nada y entregada), el plazo de la pres- 
cripción habría de comenzar a contarse 
en el momento en que aquel tracto su- 
cesivo terminó; y, en consecuencia, al 
cabo de cinco años, o de diez años 
(según fuese la pena correspondiente) 
habría terminado el plazo de prescrip- 
ción y se habría extinguido la respon- 
sabilidad. 
Pero esta argumentación, que nos pa- 
rece tan lógica, debe fallar legalmente 
por algún punto; ya que no podemos 
pensar que el criterio de los Tribunales 
no sea el legalmente procedente. Esto 
nos lleva a nuevas observaciones. 
En lo relativo a responsabilidad civil 
estricta (sin responsabilidad penal), la 
limitación dicha, el plazo de diez años, 
no se sigue de lo establecido con ca- 
rácter general para la prescripción. 
En lo que concierne a las obligaciones 
derivadas de la culpa o negligencia 
(equivalente civil a la imprudencia en lo 
criminal) se establece que prescriben 
por el transcurso de un año desde que 
lo supo el agraviado. 
Es más; aquella limitación surge de un 
determinado articulo del Cddigo Civil. 
Este articulo, que es el 1591, se refiere 
exclusiva y explícitamente al caso de 
referencia a determinada responsabili- 
dad civil del Arquitecto y se remite al 
«plazo legal», que es precisamente, el 
de diez años del artículo 1591. 
Es decir, la limitación de diez años no 
puede aplicarse a nada más, a nada que 
no sea obra de construcción. Mas cabe 
preguntarse: ¿por qué siendo tan parca 
y limitada nuestra legislación en esta 
materia, hace capitulo aparte de esta 
cuestión y dedica dos artículos a limitar 
la duración de la responsabilidad del 
Arquitecto y del Constructor? 
¿Será porque tratándose de un con- 
trato, tiene que existir necesariamente 
un plazo de duración determinado, que 
no puede tener una duraci6n ilimitada 
o indefinida? 
¿Será porque el legislador apreció 
que durante el plazo de diez años, pue- 
den modificarse las circunstancias, pue- 
den intervenir agentes exteriores o aje- 
nos a la construcción misma, que alteren 
sus características, su resistencia o sus 
condiciones? 
¿No es sintomático que el técnico 
cuando trata de determinar las causas 
de ruina, distingue en los edificios la 
clasificación de nuevos y que considera 
nuevos los que tienen hasta diez años? 
En la Jurisprudencia Criminal, se re- 
pite que: ((Precisa la relación de causa- 
didad, que se rompe cuando interviene 
»por parte de la víctima otro factor, 
»cuando hay intervención de algún ele- 
»mento extraño que pueda, de algún 
»modo, ejercer influencia en el nexo de 
»casualidad, que es esencial». 
Este párrafo me explica claramente 
aquel artículo 1591 del Código Civil que 
establece la «responsabilidad decenaln 
(nombre que estimo es el procedente) 
y me justifica plenamente aquellos ar- 
tículos citados. 
i Por qué no existe en el Código Penal 
un texto concordante con ellos, que re- 
coja el mismo principio de justicia y lo 
aplique igualmente, cuando por desgra- 
cia la ruina cause daño a personas? 
Todas estas cuestiones revelan que 
nos encontramos ante un problema téc- 
nicamente difícil, de muy graves con- 
secuencias en la práctica. La impreci- 
sión, las contradicciones y las dificul- 
tades de determinar la verdadera causa 
de la imprudencia punible, al cabo de 
varios años de haberse producido, nos 
hacen pensar en la conveniencia de 
algún detenido estudio sobre esta ma- 
teria, en el que, a través del Derecho 
comparado actual y de las exigencias 
de la práctica, se llegue a una solución 
legislativa que nos conceda una mayor 
seguridad jurídica en el ejercicio de 
nuestra profesión. 
dimiento (en su caso ya iniciado) y 1 ruina de un.edificio. El articulo 1909 hace 1 Barcelona, mayo 1967 
..J.  _ 
